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Acta No 470.




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por María Anicia Suárez Betancur contra la sentencia de 31 de julio de 2009, proferida por el Juzgado Primero de Familia, en la acción de tutela que promovió en contra de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’.

ANTECEDENTES





Expuso la demandante como sustento de la acción de tutela instaurada que el 17 de marzo presentó un derecho de petición ante Acción Social “solicitando la entrega de la Ayuda Humanitaria de Emergencia”; que fue notificada de la respuesta el 31 de marzo de 2009 en la que “se puede apreciar que la entidad adquiere el compromiso de realizar visita domiciliaria con el fin de verificar, si efectivamente existe la condición de vulnerabilidad anunciada por los firmantes del derecho de petición y de conformidad determinar si se entrega o no la ayuda humanitaria de emergencia”; que el 12 de abril fue visitada y a la fecha no se le ha notificado el resultado de la misma y, considera que una “situación de emergencia denunciada por un ciudadano en un derecho de petición requiere la concurrencia inmediata del Estado a fin de evitar un perjuicio irremediable, cuando el Estado somete a una desproporcionada espera al ciudadano desplazado (sujeto de especial protección), desnaturaliza su actividad administrativa transmutando en agente vulnerador de derechos fundamentales”. En consecuencia, pidió como ‘medida cautelar’ ordenar “la entrega inmediata de la ayuda humanitaria, de tal manera que no se consume un perjuicio irremediable que tenga como victimas a miembros del núcleo familiar desplazado” y como pretensión de la demanda reiteró la expuesta en la medida previa e instó a compulsar copias del “libelo a la Procuraduría para que adelante la respectiva investigación disciplinaria en contra de los funcionarios de Acción Social que omitieron rendir un informe de la visita domiciliaria incumpliendo con sus funciones legal (sic) y poniendo en riesgo el mínimo vital de la familia accionante”.




Por auto de 17 de julio pasado, el Juzgado Primero de Familia dispuso darle trámite a la solicitud de amparo, no decretó la medida provisional solicitada y corrió traslado a la entidad accionada para que ejerciera su derecho de defensa, que no se pronunció. Mediante providencia de 24 de julio de 2009 se dispuso recibir declaración a la accionante María Anicia Suárez Betancur el día 28 de ese mes, en la que aclaró para lo que incumbe a este trámite que se encuentra vinculada al programa de Acción Social para desplazados desde 2004; que recibió “ayuda de mercados de la cruz roja (sic) me los entrego (sic) durante tres meses y me dieron frazadas, colchonetas, sabanas y un kit de cocina”; que su grupo familiar está integrado por tres hijos y un nieto; que la demandada le dio como proyecto productivo “dos maquinas ce (sic) coser fileteadota (sic) y plana en ellas hago arreglos y ocasionalmente me llaman a arreglar casas”; que ahora pretende que Acción Social le dé la prorroga  “que escucho en la calle”;  que adquirió la casa en que vive “en pueblo sol medio (sic) con 10.200.000 (sic) que me dieron” y que considera que su situación es “mas bien mala porque escasamente sobrevivo”.  




La a quo para negar la acción de tutela luego de considerar que la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional realizó las funciones que le correspondían para ejecutar programas sociales encaminados a la población pobre y vulnerable “teniendo entre ellos el dirigido a los desplazados en el marco de la ley 387 de 1997”; referirse al carácter subsidiario de la acción de tutela y manifestar que no avista para este caso la inminencia de un perjuicio irremediable, concluyó que no había “vulneración del derecho fundamental de la actora al mínimo vital… por cuanto la entidad ha venido cumpliendo con las funciones que le son propias como ente coordinador y ejecutor” y que “la prorroga humanitaria que pretende la considera como si fuera una obligación del Estado para lo cuál (sic) y según la solicitud que ya elevó, deberá estar pendiente averiguando en las instalaciones de la UAO, acerca de los resultados”.




María Anicia Suárez Betancur luego de haber sido notificada de la sentencia por fuera del término previsto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, la impugnó porque en la misma no se hizo alusión a “la garantía que tienen los ciudadanos a recibir oportuna respuesta por parte de las entidades públicas, cuando estas adelantan gestiones tendientes a identificar las condiciones de vida de los asociados”.

Durante el trámite de esta instancia se recibió por parte de Acción Social, escrito en el que da cuenta de que, a quien demanda, le han hecho recientemente dos consignaciones en el Banco Agrario, cada una por valor de $430.000, la primera “entre las fechas de Mayo 19 a Junio 16” y la segunda “entre las fechas de Agosto 13 a Septiembre 11”.
 Información comprobada con la accionante.
 




CONSIDERACIONES




El ordenamiento jurídico ha otorgado a la Red de Solidaridad Social, establecimiento público del orden nacional, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República
, la tarea de promover el mejoramiento de las condiciones de vida de la población más pobre y vulnerable del país, de la que indudablemente hace parte la franja de los desplazados. Ellos, por las circunstancias a que los ha conducido la violencia, tienen derecho constitucional a que el Estado despliegue su acción de manera efectiva, oportuna y eficiente, con miras a su amparo y al disfrute de garantías básicas de las que han sido violentamente despojados. 





La Red de Solidaridad Social no sustituye, sino que complementa los programas estructurales de educación, salud, seguridad social y vivienda, por medio de la orientación, previa inclusión de la persona en el censo nacional de población desplazada por la violencia, porque no es ella quien brinda directamente dicha protección; su labor consiste en coordinar con las autoridades la aplicación de mecanismos que brinden asistencia legal y humanitaria.  Solo con el ingreso a los programas establecidos para los desplazados, acatando el orden de pedimentos y el procedimiento específico de distribución de cada derecho, se respeta la igualdad de las muchas familias que huyen de la violencia desde sus lugares de origen a distintas capitales del país, lo que implica traumatismos tanto para ellas como para la colectividad.  





Por eso la Ley 418 de 1997 estableció en su artículo 16 que:

“En desarrollo del principio de solidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las víctimas, éstas recibirán asistencia humanitaria, entendiendo por tal la ayuda indispensable para sufragar los requerimientos necesarios a fin de satisfacer los derechos constitucionales de quienes hayan sido menoscabados por actos que se susciten en el marco del conflicto armado interno. Dicha asistencia será prestada por la Red de Solidaridad Social, en desarrollo de su objeto constitucional, y por las demás entidades públicas dentro del marco de sus competencias, siempre que la solicitud se eleve dentro del año siguiente a la ocurrencia del hecho.”




Debe recordarse lo señalado en la sentencia T- 136 de 2007
, sobre la existencia de dos tipos de personas desplazadas que podrán solicitar dicha atención humanitaria de emergencia puesto que debido a sus condiciones particulares tienen derecho a dicha asistencia. “Este grupo está compuesto por: i) personas que se encuentren bajo situación de urgencia manifiesta o ii) aquellos que carezcan de las condiciones para asumir su propio sostenimiento a través de proyectos de estabilización socioeconómica, como el caso de niños sin acudientes, personas de la tercera edad que por su avanzada edad o su delicado estado de salud resulta imposible que puedan generar sus propios ingresos o madres cabeza de familia que deben dedicar todo su tiempo al cuidado de niños menores o adultos mayores”.





En cuanto al tiempo que duraba la atención humanitaria el parágrafo del artículo 15 de la Ley 397 de 1997 lo restringía a un término de 3 meses, prorrogable por otros tres meses. Sin embargo, la H. Corte Constitucional en la sentencia C – 278 de 2007 declaró condicionalmente inexequible aquella restricción temporal y ordenó que dicha ayuda se otorgara hasta tanto la victima del asunto pudiera valerse por sí misma.
 





Ahora, en el caso a estudio y según las pruebas arrimadas al proceso se tiene que por parte de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional se otorgó al grupo familiar de la señora Suárez Betancur la ayuda humanitaria de que se ha hablado
. Más aún, tiene para agregarse a los argumentos de la sentencia impugnada que para el momento en que se impetró esta demanda ya le había sido prorrogada a la impugnante la ayuda humanitaria con dos consignaciones cada una por cuantía de $430.000. Así las cosas, independientemente de que la libelista aduzca que no fue informada del resultado de la visita domiciliaria que se le realizó, tiene para decirse que lo sustancial del asunto como ella misma lo dijo en el trámite de la demanda era la prórroga de la ayuda humanitaria, la que a la postre, le fue extendida, aún cuando la accionada manifestó que el resultado de la visita domiciliaria fue que el hogar de la señora Maria Anicia es ‘autosostenible’. En esas condiciones, debe respaldarse la sentencia dictada en este asunto por el Juzgado Primero de Familia.

  

                      DECISIÓN



                  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil y de Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia el 31 de julio de 2009 en esta acción de tutela que Maria Anicia Suárez Betancur promovió en contra de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’.





Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ





          Magistrado

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS
            Magistrada

GONZALO FLÓREZ MORENO
Magistrado
� F. 28, C.1.


� F.4, C.2.


� F.5, C.2.


�Art. 2°, D. 2467 de 2005


� M.P. Doctor: Jaime Cordova Triviño


� Ibidem, Posición reiterada por la Sentencia T- 496 de 2007 M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� “ARTICULO 15. DE LA ATENCION HUMANITARIA DE EMERGENCIA. Una vez se produzca el desplazamiento, el Gobierno Nacional iniciará las acciones inmediatas tendientes a garantizar la atención humanitaria de emergencia con la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas. 





En todos los casos de desplazamiento, las autoridades civiles y militares que se encuentren en las zonas receptoras de población desplazada, garantizarán el libre paso de los envíos de ayuda humanitaria, el acompañamiento nacional e internacional a la población desplazada y el establecimiento de oficinas temporales o permanentes para la defensa y protección de Derechos Humanos y el cumplimiento de las normas del Derecho Internacional Humanitario.





Mientras persista la situación de emergencia se auspiciará la creación y permanencia de equipos interinstitucionales conformados por entidades estatales y gubernamentales del orden nacional, departamental y municipal, para la protección del desplazado y sus bienes patrimoniales. 





El Ministerio Público y la Fiscalía General de la Nación emprenderán de oficio las investigaciones sobre los hechos punibles que condujeron al desplazamiento. 





PARAGRAFO. A la atención humanitaria de emergencia se tiene derecho por espacio máximo de tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres (3) más. 





� Fs. 15-17, C. 1
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